Bolivia y Ecuador en la Seguridad alimentaria con soberanía

Foro 2: Constitución y acción pública

Reflexiones en torno al marco normativo y de políticas

 

 

¿Qué relación debería existir entre las disposiciones constitucionales, legales y la acción pública? 

La constitución está basada en diversas leyes que orientan la legalidad ante la acción pública 

Para el desarrollo de la  Política de Soberanía y la Seguridad Alimentaria, se generara normativa y reglamentada, que garanticen los conceptos de Seguridad y Soberanía en el ejercicio de los mismos. 
 

La Relación entre constitucionales, legales y la acción pública debería ser directa. Sin embargo no se tiene un enlace  directo con la acción pública. Las relación entre lo dispuesto en la constitución y la población involucrada debería ser más directa  para mejorar la efectividad  de la leyes promulgadas y la eficiencia de los civiles encargados de ejecutar para la seguridad alimentaria. 

Si bien se disponen leyes lo que falta es constituir en la ejecución de dichas leyes  asi desarrollar las acciones que corresponden para que se plasme en acciones que contribuyan al desarrollo de la población.

¿Qué otros elementos normativos (tanto de la Constitución como de la legislación derivada) influyen en el diseño de políticas que precautelen la soberanía y la seguridad alimentaria? 
Considero que los elementos a tener en cuenta para que el programa tenga logros positivos  seria: 

Agregar normas para el  desarrollo de proyectos en la comunidad.
Apoyo a la agricultura familiar.
Controlar el  aspecto ambiental que provocan las agroindustrias.
Asegurar la soberanía energética y alimentaria  como política económica- Sectores estratégicos

La prohibición del latifundio y la concentración de la tierra así como el acaparamiento o privatización del agua y sus fuentes - Ley Orgánica de tierras rurales y territorios ancestrales.

El uso y manejo del agua de riego para la producción de alimentos bajo principios de equidad, eficacia y sostenibilidad – Ley Orgánica de Recursos Hídricos.

Regulación de Producción, comercialización, y calidad de los productos agrícolas -La Ley Orgánica de Soberanía Alimentaria

- Políticas de prevención y gestión de riesgos

- Políticas de atención de emergencias Alimentarias

- Políticas del Consumo Nacional

- Políticas de adecuación Educativa que promueva la Alimentación Saludable y Nutritiva

- Políticas de fomento al Desarrollo de Mercados Locales y Regionales

 

 

 

Las Garantías de políticas públicas, servicios públicos y participación ciudadana: 
Los mecanismos de planificación pública contemplados en la Constitución, son los siguientes: 
1) Las políticas públicas;

2) El Plan Nacional de Desarrollo;

3) Los Planes de desarrollo y ordenamiento territorial de los gobiernos autónomos descentralizados.

 

 a) Las políticas públicas: son un mecanismo para la garantía del ejercicio de los derechos constitucionales. Su formulación, ejecución, evaluación y control se efectuará con la participación de personas, comunidades, pueblos y nacionalidades. La política pública se manifiesta a través de decisiones, directrices, lineamientos y cursos de acción, que adoptan los órganos y entidades estatales competentes y se concreta a través de programas, proyectos y acciones públicas. La definición de la política pública nacional la ejerce la Función Ejecutiva.

Los ministerios y secretarías de Estado formularán y ejecutarán las políticas que correspondan a su sector, sujetas estrictamente a los objetivos y metas del Plan Nacional de Desarrollo. Los Gobiernos Autónomos Descentralizados desarrollarán y ejecutarán las políticas locales, en el ámbito de sus competencias, las que deberán estar contenidas en sus planes de desarrollo y ordenamiento territorial, con sujeción al marco del Plan Nacional de Desarrollo.

Las Garantías Jurisdiccionales: contenidas entre los Artículos 86 al 94 de la Constitución. Son los mecanismos judiciales o acciones constitucionales rápidas y expeditas, que protegen los derechos constitucionales, cuando son amenazados o son vulnerados.

Nuestra Constitución contempla las siguientes garantías jurisdiccionales:

· · Acción de protección.

· · Acción de hábeas corpus.

· · Acción de acceso a la información pública.

· · Acción de hábeas data.

 · Acción por incumplimiento.

 · Acción extraordinaria de protección.

 

¿Qué otros elementos normativos (tanto de la Constitución como de la legislación derivada) influyen en el diseño de políticas que precautelen la soberanía y la seguridad alimentaria?
En el diseño de las políticas públicas influyen elementos como los instrumentos internacionales ratificados por el país (hard law), que según los artículos 11 y 426 de la Constitución son de aplicación directa e inmediata por parte de los servidores administrativos y judiciales, como uno de los elementos para el diseño de las políticas públicas como también las sentencias judiciales. Estos instrumentos son importantes en función de que reconocen derechos de gran amplitud, como también sirven para sustentar los vacíos que la normativa nacional establece sobre aspectos como la soberanía y seguridad alimentaria, derechos a la alimentación, semillas, agua, etc.

Adicionalmente instrumentos internacionales de soft law, que si bien es cierto no son de carácter vinculante con a los Estados, sirven de sustento, orientación en interpretación de las políticas públicas.

Dentro de la legislación interna, instrumentos como normativos de planificación y las regulaciones de los gobiernos autónomos descentralizados influyen sobre el diseño de las políticas públicas.

  El Plan Nacional de Desarrollo: Es la máxima directriz político-estratégica y administrativa para el diseño y aplicación de la política pública y todos los instrumentos de planificación. Se formula participativamente y el Consejo Nacional de Planificación, en el que intervienen todos los niveles territoriales de gobierno, lo aprueba. Articula la acción pública de corto y mediano plazo con una visión de largo plazo, en el marco del Régimen de Desarrollo y del Régimen del Buen Vivir previstos en la Constitución del Ecuador. Constituye una instancia de coordinación de las competencias exclusivas del Gobierno central y de los Gobiernos Autónomos Descentralizados. Su observancia es de carácter obligatorio para todo el Sector Público e indicativa para los demás sectores. A éste, se sujetan la programación cuatrienal y del Presupuesto General del Estado, el endeudamiento público y la cooperación internacional. Constituye además, la orientación de la política comercial, financiera e inversión extranjera. Todo programa, proyecto o acción financiados con recursos públicos tendrá objetivos, metas, indicadores de impacto, medios de verificación y un plazo predeterminado para ser evaluado, en el marco de lo establecido en el Plan Nacional de Desarrollo.

Los planes de desarrollo y ordenamiento territorial de los gobiernos autónomos descentralizados: son instrumentos que, por una parte, organizan el ejercicio de las competencias de los Gobiernos Autónomos Descentralizados, asignadas por la Constitución y las leyes, así como de aquellas que se les transfieran como resultado del proceso de descentralización; y, por otra parte, ordenan el territorio con el objeto de definir la localización de las acciones públicas en función de las cualidades y demandas territoriales. El plan de desarrollo y ordenamiento territorial deberá articular las políticas de desarrollo y las directrices de ordenamiento del territorio, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo y definir las responsabilidades de los actores públicos (entidades desconcentradas de la Función Ejecutiva), privadas y sociales en los procesos de implementación. La actualización de los instrumentos de ordenamiento territorial deberá mantener completa coherencia con los instrumentos de planificación de desarrollo en cada nivel territorial de gobierno.

 

 































